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De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política y 55, fracción 
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el 
suscrito, legislador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, propone a esta 
asamblea la aprobación de la presente iniciativa con proyecto de decreto, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

El del actual gobierno tuvo como principal eslogan ser “el presidente del empleo”. Sin embargo, quedó 
como simple eslogan porque, en la práctica, México sigue teniendo tasas de desempleo elevadísimas. 

Podemos mencionar la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), que en su tercer informe 
trimestral resalta que la población ocupada en el sector informal totalizó 12.4 millones de personas, el 
mayor número para igual periodo desde que inició el cálculo del indicador, en 2005. 

Los resultados de la ENOE correspondientes a julio-septiembre de 2010 muestran que con relación a los 
trabajadores informales que había en igual lapso de 2009 hubo un aumento de 73 mil 697. Según cifras 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) y de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social 
(STPS), la población en la informalidad equivale a 98 por ciento de los trabajadores formales 
permanentes registrados en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). 

De hecho, los datos revelan que la tasa de crecimiento promedio anual en los últimos 5 años ha sido 
muy similar para los informales y los formales en el IMSS, con alzas de 1.8 y 1.7 por ciento, 
respectivamente. 

Los desocupados en el país sumaron 2.7 millones, una tasa de 5.6 por ciento de la población 
económicamente activa, y aunque el porcentaje fue inferior al de 6.2 de igual trimestre de 2009, su nivel 
fue elevado. Incluso, con relación al cierre de 2009 subió en 144 mil 379 personas. 

La tasa de desocupación es más alta en las localidades grandes, donde está más organizado el mercado 
de trabajo, por lo que en las zonas más urbanizadas, con 100 mil y más habitantes, la tasa llegó a 6.6 por 
ciento. 

En localidades que tienen de 15 mil a menos de 100 mil habitantes, la tasa de desocupación fue de 5.6 
por ciento; en las de 2 mil 500 a menos de 15 mil, de 5 por ciento; y en las rurales de menos de 2 mil 
500, de 3.3 por ciento. 

¿Qué reflejan estas cifras? 

Reflejan que el crecimiento del mercado laboral se encuentra en el autoempleo, en la informalidad, en 
el comercio en la vía pública y no en las micro, pequeñas y medianas empresas. 
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Las micro, pequeñas y medianas empresas no han tenido el crecimiento ni la competitividad que 
requiere el país, pues no se les ha impulsado suficientemente. Los impuestos, las autorizaciones, los 
permisos para sus giros y demás trámites burocráticos las han ahogado y no les permiten un adecuado 
crecimiento. 

Por lo anterior es necesario implantar acciones que permitan detonar el empleo y generar condiciones 
benéficas para los que menos tienen. 

Reflexionemos en el asunto del desempleo: los índices de desocupación afectan en mayor medida a las 
madres solteras y a las personas con discapacidad. ¿El motivo? Pues que el empleador los considera 
trabajadores caros, pues necesitan tiempo para atender a los hijos y atención médica, respectivamente, 
además de que su productividad no en todos los casos es igual a la de otro trabajador. 

Sin embargo, es obligación del gobierno generar políticas eficientes que impulsen la competitividad. El 
tema de la competitividad económica en México se ha estancado y la competencia del país declina de 
manera alarmante, junto con las posibilidades de crecer y de generar riqueza, empleos y un mejor nivel 
de vida. 

Sin la cantidad de empresas exitosas que demandan los mexicanos y sin un entorno que lo haga posible, 
el país continuará rezagándose y el crecimiento económico será limitado. Hay opciones para sacar el 
país de esta atonía que lo caracteriza. Lo importante es explorarlas y atenderlas con premura. 

Ante el creciente desempleo, el gobierno se ha vuelto permisivo y, en ese sentido, se generó o se 
permitió la alternativa del empleo informal, que no tiene prestaciones ni salarios o sueldos adecuados, 
ni siquiera certidumbre de desarrollo para el trabajador y sus familias, mucho menos especialización o 
capacitación. 

Las empresas formalmente establecidas son las primeras en sufrir las consecuencias del crecimiento de 
la informalidad; es limitado su crecimiento, hasta la quiebra. 

Bien podría haber incentivos para asimilar a los comerciantes informales enfrente de sus negocios, 
comerciantes informales que en su mayoría pertenecen a grupos vulnerables de la sociedad; mujeres, 
niños y adolescentes, indígenas, discapacitados, adultos mayores y desempleados con estudios o sin 
ellos, todos con la misma necesidad de sobrevivir. 

El empleo informal en México es un tema delicado, que únicamente con políticas y legislación 
adecuadas podría combatirse, no sólo paliarse. 

La intención primaria de esta iniciativa es detonar el empleo, a través de incentivos fiscales a empresas 
que contraten a madres solteras y a personas con discapacidad, permitiéndoles que deduzcan la 
totalidad del salario, en sus ejercicios fiscales. 

La legislación actual permite deducir sólo un porcentaje del ISR que la empresa retiene al trabajador. Sin 
embargo, en números reales es muy poco lo que se exenta, por lo que no se vuelve interesante para el 
empleador contratar a una persona con esas características. 

Otro motivo que inspira esta iniciativa radica en la necesidad de combatir eficazmente los problemas de 
desempleo que vive el país, sobre todo en los sectores que, por tener ciertas condiciones de desventaja 
respecto al grueso de la población laboralmente activa, se hallan en una situación de vulnerabilidad. 

En estos supuestos se encuadra a madres solteras y a discapacitados que, ante la falta de oportunidades 
de incorporarse o mantenerse en el mercado formal, se ven obligados a desenvolverse en el sector 
informal de la economía. 



En México, la población con necesidades especiales representa el carácter y la fortaleza de toda la 
nación. Ha demostrado su capacidad para desarrollar casi cualquier actividad; sin embargo, ante la 
inexistencia de vínculos para una capacitación adecuada, sus esfuerzos han sido absorbidos casi 
totalmente por el mercado de empleo informal. Es necesaria su inclusión en políticas especiales de 
fomento del empleo. 

Esta iniciativa sienta las bases para establecer una política de Estado que detone la competitividad, que 
deje de lado programas asistencialistas, cuyo fin es sobrevivir mediante dádivas del gobierno. El 
propósito es generar las condiciones para que los sectores vulnerables tengan acceso a un empleo que 
les garantice un medio de vida justo y digno. 

Urge una política que detone el crecimiento económico del país, mediante el desarrollo de las empresas 
y permita una mejor asimilación del mercado laboral de grupos vulnerables de población. 

La reforma que se plantea también es en favor de la competitividad de las empresas, que necesitan un 
entorno físico, legal y regulatorio que contribuya a reducir costos y elevar la productividad. 

Consideramos que la buena voluntad de una ley que obligue a la capacitación y fomente el acceso a 
programas públicos de desarrollo económico no es suficiente, pues para lograrlo se requiere que los 
patrones sean estimulados fiscalmente por el gobierno al contratar este sector de población. 

Es necesario garantizar la igualdad de oportunidades laborales. 

Resulta preciso garantizar un entorno normativo adecuado para el sano desenvolvimiento de las 
empresas de México. 

Se requiere una política de Estado que involucre el conjunto de las instituciones y de los órdenes de 
gobierno para instaurar acciones que combatan las asimetrías sociales. 

Con base en lo expuesto, se somete a consideración de esta Cámara la siguiente iniciativa con proyecto 
de 

Decreto 

Artículo Primero. Se adicionan las fracciones XVIII y XIX del artículo 3o. de la Ley para el Desarrollo de la 
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por 

I. a XVII. ... 

XVIII. Madre soltera: Mujer soltera encargada de la manutención de uno o varios hijos menores de 
dieciocho años;  

XX. Persona con discapacidad: Toda persona que presenta una deficiencia física, mental o 
sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o 
más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno 
económico y social.  

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción X al artículo 10 de la Ley para el Desarrollo de la 
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como sigue: 

Artículo 10. La planeación y ejecución de las políticas y acciones de fomento para la competitividad de 
las Mipyme deben atender los siguientes criterios: 



I. a IX. ... 

X. Promover y fomentar la capacitación laboral de las madres solteras y las personas con 
discapacidad.  

Artículo Tercero. Se modifica el artículo 222 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como 
sigue: 

Artículo 222. El patrón que contrate a madres solteras jurídicamente comprobadas o personas que 
padezcan discapacidad motriz y que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas 
o sillas de ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en ochenta por ciento o más de la capacidad normal o 
tratándose de invidentes, podrá deducir de sus ingresos un monto equivalente a cien por ciento del 
salario que pague a estos trabajadores, siempre y cuando el patrón esté cumpliendo respecto a dichos 
trabajadores la obligación contenida en el artículo 12 de la Ley del Seguro Social. 

También serán deducibles en cien por ciento los cursos o las capacitaciones que los patrones paguen a 
los trabajadores a que se refiere el presente artículo.  

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones de carácter legal que se contrapongan con el 
presente decreto; y se dejan sin efecto las disposiciones de carácter administrativo que lo contravengan. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de diciembre de 2010. 

Diputado Malco Ramírez Martínez (rúbrica) 
 

 


